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El artículo 4 de la Constitución establece que: 

"El gobierno de la Nación es esencialmente civil, re­
publicano, democrático y representativo ... " 

Agreguemos al texto citado una consecuencia del mis­

mo que, aunque no prevista expresamente, es la re­

sultante obligada del principio de la separación de los po­

deres cxmsagrado en dicho texto, y es, que ninguno de los 

tres poderes tiene preeminencia sobre el otro ni puede 
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actuar de tal manera que interfiera o influya 
en el cumplimiento de las funciones del otro. 

Otros principios constitucionales que, 
aunque no están previstos expresamente, 
pero que forman parte de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas y de la Convención Ameri­
cana Sobre Derechos Humanos, son parte 
de nuestra Ley Sustantiva en virtud de lo 
previsto en el artículo 3 de la Constitución, 
que integra a nuestra legislación las normas 
del Derecho Internacional general adoptadas 
por el Congreso Nacional, son que: 

"Toda persona tiene derecho a un recurso 
efectivo, ante los tribunales nacionales compe­
tentes, que la ampare contra actos que violen 
sus derechos fundamentales reconocidos por 
la constitución o por la ley" (Declaración de las 
Naciones Unidas, Artículo 8). 

"Toda persona tiene derecho, en con­
diciones de igualdad, a ser oída pública­
mente y con justicia por un tribunal inde­
pendiente e imparcial, para la determinación 
de sus derechos y obligaciones o para el 
examen de cualquier acusación contra ella 
en materia penal'. (Declaración de las Na­
ciones Unidas, Artículo 10). 

'"Toda persona tiene derecho a ser oída, 
con la debida garantía y dentro de un plazo 
razÓnable, por un juez o tribunal compe­
tente, independiente e imparcial, establecido 
con anterioridad por la ley, en la sus­
tanciación de cualquier acusación penal for­
mulada contra ella, o para la determinación 
dobligaciones de orden civil, laboral, fiscal o 
de cualquier otro carácter". (Artículo 8 de la 

Convención Americana Sobre Derechos Hu­
manos). 

El cabal cumplimiento de los principios y 
preceptos arriba enunciados, cuya axiomática 
necesidad no amerita explicación, es la única 
garantía efectiva de la existencia del ver­
dadero Estado de Derecho que pretende es­
tablecer nuestra Constitución, a la cual deben 
someterse tanto el Estado como los par­
ticulares, para la garantía de la seguridad 
jurídica y la paz social. 

Estamos aquí hoy reunidos porque como se 
dirá más adelante, la vigencia de los principios 
y garantías arriba enunciados ha sido puesta 
en entredicho por los elementos más repre­
sentativos de la vida de la Nación, por lo que 
se impone buscar las soluciones apropiadas a 
esta situación. 

La distinguida y valiente periodista Eisa 
Expósito publicó en el matutino El Siglo, una 
serie de artículos sobre la situación de la jus­
ticia, bajo el encabezamiento de "La Justicia 
Tal Como Es" y de los cuales tituló el primero, 
"El Estado Maloliente de la Justicia" . Eso su­
cedió hace tres años, si lo escribiera en estos 
momentos, tendría que encontrar adjetivos su­
perlativos que quizás el idioma castellano no 
posea. 

Con el respeto y admiración que se me­
recen muchos jueces que aún mantienen im­
polutas sus togas magisteriales, podemos 
decir que la corrupción y la parcialidad han 
contaminado tan profundamente y con tal 
magnitud la administración de la justicia que la 
ciudadanía está estupefacta de la audacia y el 
descaro de muchos funcionarios judiciales y 



de la indiferencia y desidia de las autoridades 
superiores del Poder Judicial a cuyo cargo 
está el control disciplinario de los jueces. 

El asunto reviste tales notoriedad y ac­
tualidad que el propio Señor Presidente de la 
República ha reconocido la gravedad de los 
efectos de esta situación que está creando y 
patrocinando la corrupción de la justicia y ha 
sugerido el que se haga la reforma del Poder 
Judicial modificando el sistema de elección de 
los jueces y afirmando que como con­
secuencia del mismo se han hecho nom­
bramiento reprochables, cosa a la que nos re­
feriremos más adelante. 

Pero no son la corrupción y la parcialidad los 
únicos males que afectan el desenvolvimiento 
de las actividades judiciales. Existen muchos 
otros factores que incapacitan a nuestro Poder 
Judicial para administrar justicia sana y efi­
ciente y no seremos los primeros en repetir·lo 
que muchos, inclusive nosotros mismos, he­
mos dicho en charlas, coloquios, artículos pe­
riodísticos y conferencias, por lo que a riesgo 
de repetirnos diremos que: 

Como en el río cuya fu ente está con­
taminada, el origen del mal que aqueja a la jus­
ticia está en la Constitución, en la cual , a nues­
tro juicio, el Poder Judicial es tratado como un 
poder de segunda categoría, subordinado en 
cierto modo a la voluntad y criterio del Poder 
Legislativo, quien es a su vez normalmente 
controlado por la hegemonía del Poder Ejecu­
tivo por medio del predominio del partido en el 
poder. Esto es una consecuencia del sistema 
constitucional vigente para el nombramiento de 
los miembros del Poder Judicial, cuyos com-

ponentes son elegidos por períodos de cuatro 
años y por los integrantes-del Senado que es 
parte del Poder Legislativo. De igual manera, 
el Poder Judicial está subordinado a la volun­
tad de los demás, porque contrariamente a lo 
que sucede con los otros poderes, no par­
ticipa en la decisión relativa a su presupuesto, 
por lo que normalmente se le asignan capri­
chosamente las migajas del Presupuesto Na­
cional, insuficientes para su adecuada or­
ganización y funcionamiento. 

Como mal crece lo que mal nace no pueden 
ser buenos los frutos de esta herejía que ha 
producido. el cuadro que hoy contemplamos. 

Como prólogo del rosario de agravios que 
tenemos contra nuestra justicia, denunciemos 
la prostitución del sistema de elección de los 
jueces demostrado por los reprochables suce­
sos en el Senado con motivo de la última se­
lección y que fue objeto de destacadas 
crónicas periódisticas, donde sin ningún rubor 
se negociaron los cargos en un vulgar camba­
lache de toma y dame de los partidos 
políticos. Debemos sin embargo aclarar que 
no necesariamente los que fueron designados 
no reúnen condiciones para el desempeño de 
sus cargos, pero la forma en que se procedió 
a elegirlos demuestra la absoluta descali­
ficación del método constitucional vigente. 

Es necesario reconocer, sin embargo, que 
aparte de los defectos constitucionales arriba 
comentados, existen muchos factores de 
hecho que, en concurrencia con los antes 
descritos vician la administración de la justicia 
los cuales comentaremos en su oportunidad 
en el desarrollo de esta exposición. 



Resumiendo los numerosos agravios que 

atribuimos a nuestra Justicia, diremos que ella 

es ineficiente, defectuosa, lenta y costosa. 

Si la eficiencia significa la virtud de lograr un 

efecto determinado, la ineficiencia en nuestro 
caso no es otra cosa que el fracaso del sistema 
judicial en el logro de la paz social, el respeto a 

la ley y del derecho ajeno, la enmienda de las 

injusticias y el castigo a los culpables. 

La justicia no cumple su cometido, sus deci­

siones muy frecuentemente son tardías, cuan­

do ocurren. no contienen una adecuada aplica­

ción de la ley, sea por dejadez, inexperiencia, 

influencia política o corrupción, vicios que ex­
aminaremos detalladamente más adelante. Se 

ensaña contra el desvalido y es complaciente 

con el poderoso. La inconformidad es general y 

el descrédito de la justicia es tal, que en una 
encuesta patrocinada por la Fundación lnsti­

tucionalidad y Justicia sobre la confianza 

pública en ella, salió muy malparada. Peor con­

cepto predomina entre los mismos abogados, 
los periodistas, el clero y el propio Presidente 

de la República quien no ha parado mientes en 
resaltar esa situación ante la misma cabeza del 

Poder Judicial. Desgraciadamente toda esta 

censura a la Justicia dominicana es merecida y 
a la vez desatendida. 

La primera característica, reflejada en la 

imagen que simboliza a la diosa Themis, es la 

venda que cubre sus ojos, porque la buena 

justicia se basa entre otras cosas en la im­

parcialidad del juez, garantía y escudo del 

principio de que todos somos iguales ante la 

ley. Contra este principio atentan: 

a) Las presiones e influencias ejercidas por 

miembros del organismo que designa a los 

jueces, altamente influenciado por intereses 

políticos, influencias que es de todos conocido 

que han ocurrido y siguen ocurriendo, en tal 

grado que se rumora que existen estrechos 

vínculos entre algunos senadores y bufetes de 
abogados especializados en el tráfico de in­

fluencia sobre muchos tribunales, con poder 

casi omnímodo en los mismos. A este res­
pecto, sería, por otro lado, conveniente el que 

abogados miembros del Senado, por ética, se 

abstengan de ejercer la profesión por ellos 

mismos o por asociados. 

b) La corrupción de muchos magistrados. 
Las causas de esta corrupción son múltiples 

pero advertimos que en gran parte la culpa es 

del sistema vigente, que la propicia. Por otra 

parte, la moral de quien desempeña un cargo, 
cual que sea, no puede ser ajena a la idio­

sincrasia y a la escala de valores predomi­

nantes en el medio social , y desgraciada­

mente, la moral no es en nuestro país uno de 

esos valores, debido a la falta de educación 

cívica y en parte al mal ejemplo que han 
dado quienes han desempeñado la misión de 

gobernar y orientar a nuestro pueblo. 

Eugenio María de Hostos y otros como él, 
ausentes de las aulas y los hogares son des­

terrados espiritualmente por nuestros fun­

cionarios. Aparte lo anterior, el oro es en la 

actualidad el supremo dios y el deseo de ad­

quirirlo rompe todas las barreras y principios 
morales y quien no lo posee sufre a menudo 

serias penurias por la dureza que ca­

racterizan la actual situación económica, den­

tro de la cual los jueces ni siquiera pueden 



ser catalogados dentro de la hoy aplastada 
clase media. 

Un funcionario honesto, pero con una es­

casa educación moral y cívica y un sueldo no 

acorde a su posición y que no le permite sub­

venir adecuadamente a sus necesidades más 
perentorias, el alimento, la salud, la educación 
de sus hijos, es presa fácil para los inescru­

pulosos que se lucran con el torcido ejercicio 
profesronal. Téngase en cuenta los enormes 

valores que representan los intereses involu­

crados en los negocios de la justicia, de 

donde siempre sobra para tentar y corromper 

a quienes tienen la facultad de decisión. 

c) La temporalidad del desempeño de las 
funciones jurisdiccionales, lo que crea la in­

seguridad del juez sobre su futuro, quien, de 
no ser reelecto, tendría que salir con una 

mano sobre otra a tratar de restablecer su 

ejercicio profesional mutilado por su ausencia 

prolongada del foro nacional, lo que sería otra 

razón para que como ha sucedido en el pa­

sado y está sucediendo en la actualidad, la 

corrupción tenga por objeto, entre otras co­
sas, el allegarse fondos para ese momento en 

el cual, el más humilde obrero tendría asegu­

radas sus prestaciones laborales. Esta situa­

ción tiende además a la improvisación de 

jueces, ya que impide la creación de la carrera 

judicial, cuya base fundamental sería la 

inamovilidad que permitiría la formación de 

magistrados experimentados quienes, por me­

dio del escalafón y, en virtud de sus méritos 
personales, accederían a las más altas ma­

gistraturas del Poder Judicial, lo que les daría 

además la tranquilidad en cuanto a su vida fu-

tura. Po-r lo dicho, nos encontramos con que 

los abogados honestos y ·de cierto éxito pro­

fesional pero con vocación y preparación para 

la carrera judicial no están tentados a some­

terse a las penosas condiciones de vida de los 

jueces honestos. 
d) Muchos jueces no están profesional­

mente capacitados para el desempeño de sds 
funciones. Lo dicho anteriormente tiene mucha 
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influencia en esta situación. El juez no puede 

ser improvisado, porque tiene que conocer pro­

fundamente el derecho vigente y sus principios 

generales, debe poseer un amplio sentido de la 

justicia y -la equidad, ser estudioso y con gran 

capacidad de trabajo y sobre todo, tener un 
amplio espíritu de sacrificio, ya que su vida per­

sonal debe ser discreta, moral y digna y el ejer­
cicio de su cargo requiere, en las condiciones 

actuales una enorme cantidad de trabajo. 

e) El desconocimiento o desprecio de los 

magistrados por los principios éticos en virtud 

de los cuales y para proteger su imparcialidad 

le impiden recibir en su despacho a personas 

con litigios pendientes ante él, para tratarle 
asuntos relativos al mismo. Igualmente, la 

con:iplacencia y otorgamiento de favores a ami­

gos y relacionados, sobre asuntos judiciales 
rompe la igualdad de que deben gozar las 

partes y llevan a veces a abusos incalificables 

tal y como sucede en el otorgamiento por des­

cuido o por complacencia de medidas previas 

al fondo de la litis, sin ponderar si las mismas 
tienen o no una base razonable. 

f) La violación por algunas autoridades, de 

las previsiones de la Constitución y de las leyes 

adjetivas y, de lo cual lo más representativos 



son el desacato confesado públicamente por 
las autoridades policiales de las órdenes de los 

tribunales y el constreñimiento por las auto­
ridades administrativas al cumplimiento de 
obligaciones no previstas por leyes emanadas 

del Congreso Nacional, llámese estas obli­
gaciones impuestos, formalismos o condi­
cionamientos extralegales del ejercicio de los 
derechos consagrados por la ley. Pero dentro 
del contexto de esta exposición, lo que agrava 
esta situación es la ausencia de recursos le­
gales efectivos contra las arbitrariedades arriba 
descritas o la ineficacia de los mismos. 

g) La deformación por las autoridades poli­
ciales del proceso previo al sometimiento a la 
justicia penal previsto por el Código de Pro­
cedimiento Criminal. 

h) La falta de diligencia de los tribunales 
que propicia la impunidad de que gozan 
aquellos que están en libertad bajo fianza, 
quienes, sea por corrupción, sea por el exce­
so de trabajo de los tribunales y alguaciles, se 
pasean tranquilamente ante los indignados 
ojos de sus víctimas. 

Si la imparcialidad es, como se dijo, esen­
cial para la sana aplicación de la justicia, no lo 
es menos la rapidez de los procesos ya que 
como dice el adagio, justicia tardía equivale a 
justicia denegada. 

Ahora bien, ¿cuáles son las causas de la 
lentitud de la justicia? Prescindiendo de si el 
juez es laborioso o no, la primera y esencial 

causa del retardo es el exceso de trabajo, la 
falta de equipo y de asistentes en los tri­
bunales y a veces la desequilibrada dis­
tribución del trabajo judicial en alg1:.mos dis-

tritos. En el caso de ios procesos penales, el 
excesivo uso por el Ministerio Público de la 
privación de la libertad en casos de poca mon­
ta, abarrota las cárceles de presos preven­
tivos y la falta de recursos para proveer a los 
alguaciles de los medios necesarios para citar 
a las partes y testigos de un proceso hace que 
éste se eternice mientras el acusado sufre fre­
cuentemente prisiones injustas o más allá de 
la pena que legalmente le correspondería. A 
esto se une la complacencia de algunos jue­

ces ante abogados chicaneros y la falta de 
sanción disciplinaria contra los funcionarios 
que no ~umplen con sus deberes relativos a 
los expedientes de ser conocidos. 

A propósito del retardo de la administración 
de la justicia, vamos a transcribir, de una po­
nencia presentada en una charla por uno de 
los suscribientes de esta exposición, ciertos 
datos, que aunque no muy recientes, son, sin 
embargo, muy ilustrativos, porque la situación 
en ellos descrita se mantiene vigente. 

"Si examinamos las estadísticas judiciales, 

encontraremos una gran diferencia en cuanto 

a los expedientes que ingresan a los tri­

bunales y los que son tallados. Hay que hacer 
resaltar, ante todo que sólo en la Primera 

Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado 

de Primera Instancia del Distrito Nacional in­

gresaron en el año 1989, cerca de 6,000 ex­

pedientes de los cuales fueron tallados sola­

mente alrededor de 1,700, lo que equivale a 

un 38% del total ingresado, por lo que, a ese 
ritmo en tres años habría 11,100 expedientes 

durmiendo el sueño eterno mal amontonados 

a como quepan y donde quepan. En cambio 



en la Cámara de lo Civil de la Segunda 
Cámara Civil, entraron 893 expedientes. No 
tenemos el número de casos fallados. 

En cuanto a las Cámaras Penales durante 
el semestre de abril a septiembre del año 
1989 ingresaron en ellas 11,600 casos de los 
mencionados y en ese mismo período fueron 
solamente resueltos 1,307 equivalente a un 

11.2% de los casos ingresados. Sobra decir 
cuántos detenidos justa o injustamente se 

ha/ Jan esperando que se haga justicia. 
De estos datos extraemos dos con­

clusiones: 

1.- En los casos de las Cámaras Civiles y 
Comerciales, aún en la de menos volumen, te­
nemos que reconocer que es imposible para 

un solo juez, fallar (hablando del de menos vo­
lumen) la copia de alrededor de 70 expe­
dientes mensuales, y no digamos los 500 que 
tocarían al de la Primera Circunscripción. 
Piénsese que una sentencia conlleva el es­
tudio de documentos, defensas y consultas 
sobre ley y jurisprudencia; todo lo cual es ma­

terialmente imposible. 
2.- La segunda consideración que se me 

ocurre, es la imperfecta distribución del tra­
bajo de los tribunales, cuya jurisdicción y com­
petencia y por materia y territorial corresponde 
a épocas en que la ciudad de Santo Domingo 
tenía la décima parte de la extensión y po­
blación actual y se litigaba menos. 

No hemos tenido tiempo de procurar es­

tadísticas de otros tribunales, principalmente, 

las Cortes de Apelación y la Suprema Corte, 
pero es evidente que /as circunstancias son 
similares a las anteriores". 

Lo arriba transcrito, habla por sí mismo y no 

amerita ulteriores comentarios para demostrar 

que en las actuales circunstancias es im­

posible que esta situación sea resuelta si no 

interviene la voluntad política de quienes tie­

nen la capacidad de crear nuevos tribunales y 
proveerlos de los fondos necesarios para su 

buen funcionamiento. 

Antes hemos mencionado el hecho de la fal­

ta de personal y equipo adecuado para man­

tener el buen funcionamiento de los tribunales, 

y deben hacerse resaltar la obsolescencia de 

los equipos actualmente en uso, la falta de una 

biblioteca jurídica para consultas y material de 

trabajo, y sobre todo, de personal capacitado y 
bien remunerado, esto sin olvidar el crear ofi­

cinas apropiadas con cierto confort para los 

jueces. Consideramos que nuestros tribunales 

hacen verdaderos milagros para rendir el tra­

bajo que rinden actualmente aunque a veces 

es necesario que los propios abogados su­

ministren material gastable para poder recibir 

los documentos que solicitan. 

Prescindiendo de otros hechos que afectan 

el buen desenvolvimiento de las actividades 

judiciales, estimamos que lo anterior justifica 

plenamente el que se tomen medidas radi­

cales que enmienden esta situación. ¿Cuáles 

son estas medidas? 

RECOMENDACIONES 

La respuesta a esta pregunta no es fácil, 

por la complejidad del problema y la multi­

plicidad de sus causas, por lo que no es po­

sible reseolverlo con medidas aisladas ni a 



corto plazo, y se necessita la adopción de una 
amplia gama de medidas que coordinada­
mente enmienden esta situación. 

Habiendo señalado al comienzo de esta ex­

posición la causa primordial del estado de la 
justicia, resulta la consecuencia obligada de 
que, el primer paso a tomar es la modificación 
de la Constitución de tal modo que refuerce la 

independencia del Poder Judicial, liberándolo 
de las limitaciones que le imponen otros po­
deres, cambiando el sistema de elección y de 
la tempo,ralidad de las funciones de los jueces 
y garantizándole recursos adecuados para su 
funcionamiento, al tiempo que se permite la 

instauración de la carrera judicial. 
La Fundación lnstitucionalidad y Justicia ha 

hecho suyo con ligeras modificaciones un pro­

yecto de reforma constitucional destinado a 
reforzar al Poder Judicial en el cumplimieAto 
de su misión, elaborado por los distinguidos 
juristas Ores. Bernardo Fernández Pichardo, 
Raymundo Amaro Guzmán y Cristóbal Gómez 
Yangüela, con la asistencia de los distinguidos 
juristas y expresidentes de la Suprema Corte, 
Dr. Manuel Ramón Ruiz Tejada y Dr. Manuel 
Bergés Chupani, según acuerdo de coopera­

ción concertado entre la Suprema Corte de 
Justicia y el Instituto Latinoamericano de las 
Naciones Unidas para la Prevención del Delito 
y Tratamiento del Delincuente, el cual ha sido 
ampliamente difundido y llevado al conoci­
miento de los principales líderes políticos, las 
cámaras legislativas y público en general. 

En esencia, el proyecto sugiere la madi· 

ficación del artículo 4 de la Constitución antes 
citado para dar al Poder Judicial autonomá ad-

ministrativa y presupuestaria, la modificación 
de los artículos 34, 63, 64 y 65, para reafirmar 
la independencia de los jueces en el ejercicio 
de su ministerio y reglamentar su nombra­

miento. 
Mediante la modificación del artículo 65 se 

crearía el Consejo Nacional de la Magis­
tratura, presidido por el Presidente de la 

República, quien podrá delegar en el Vice­
Presidente; e integrado por dos repre­
sentantes de cada una de las Cámaras del 
Congreso, que serían el Presidente y un 
miembro .de un partido político distinto al del 
Presidente que hubiere seguido a éste en el 
número de votos en la elección del Presi­
dente; también formaría parte el Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia y otro juez de la 

misma. 
Este Consejo Nacional de la Magistratura 

escogería ternas de candidatos a jueces de la 
Suprema Corte de Justicia que serían some­
tidas al Senado, el que finalmente en virtud de 
los dispuesto por el artículo 23 sugerido, ele­

giría los candidatos finales, quienes durarían 8 
años en el ejercicio de sus funciones, pu­

diendo ser reelectos. 
Según el artículo 65 del proyecto, los demás 

jueces del Poder Judicial serían elegidos pcr la 
Suprema Corte de Justicia y durarían cuatro 
años a partir de sus nombramientos. 

Aquellos jueces que habiendo sido re­
electos cumplieren 8 años, se considerarían 

reelectos si la Suprema Corte de Justicia no 
decidiere lo contrario durante el mes anterior 
al vencimiento del último período para el que 

fueran designados. 



Las demás rnodif icaciones propuestas tie­
nen por objeto el reafirmar y consolidar todo lo 
anteriormente explicado. 

Los cambios sugeridos en el proyecto, 
quizás puedan ser objeto de cietas modifi­
caciones, pero son una magnífica base de tra­
bajo para elaborar el proyecto final. 

La reforma constitucional arriba sugerida 
conlleva además la posibilidad de dictar una 
ley que instaure y regule la carrera judicial. 

Sobre este particular existe un proyecto de ley 
redactado, por juristas eminentes, en virtud de 
un acuerdo con el antes mencionado Instituto 
Latinoamericano de las Naciones Unidas para 

la Prevención del Delito y Tratamiento del De­
lincuente, que a nuestro juicio contiene las 

normas elementales para el establecimiento, 
puesta en práctica y control de la carrera ju­
dicial. En dicho proyecto se establecen las 

condiciones necesarias para el ingreso en la 
dicha carrera, las condiciones de perma­
nencia, la capacitación y el mejoramiento de 
los jueces de carrera, los cuales tendrán corno 
único fundamento el interés institucional y el 
mérito personal, excluyendo toda conside­
ración de índole política, religiosa, racial, so­

cial, de parentesco, de sexo o de cualquier 
otra naturaleza. Procurará la justa remune­

ración del trabajo, fijando salarios Iguales para 

cargos iguales desernpef'íados en circunstan­
cias semejantes. Toda sanción disciplinaria, 
multa, suspensión o destitución de los jueces 
de carrera, requerirá una investigación previa 

de las imputaciones y la prueba de los hechos 
correspondientes. A los jueces sujetos a tales 

acciones disciplinarias les asistirá el derecho 

de defensa. La Suprema Corte de Justicia 
tendría la dirección y administración de todo el 

sistema, dictaría las reglamentaciones que 
viabilicen el desarrollo de la carrera judicial y 
el órgano central del sistema sería la Dí­

rección General de Administración, adscrita a 
la Suprema Corte. 

Este proyecto de ley contiene muchas otras 
previsiones en cuanto al control y evaluación 
del trabajo de los jueces, pero la limitada 

extensión de este trabajo no nos permite 
examinar. 

Otro aspecto sobre el cual es necesario le­
gislar, es la reorganización de la distribución 
del trabajo entre los jueces, que corno exami­
narnos anteriormente, denota la injusta situa­
ción de algunos tribunales, cuyas jurisdiccio­
nes y organización fueron trazados mucho 
tiempo atrás y que son completamente inade­
cuadas para garantizar una apropiada dis­
tribución del trabajo judicial. Sobre este par­
ticular la Fundación lnstitucionalidad y Justicia 
ha sometido a la consideración de los miem­
bros del . Congreso Nacional un proyecto de 
ley para la aceleración de los procesos civiles 
y comerciales principalmente en las áreas de 
mayor población a fin de que sea sometido a 
la consideración de las Cámaras. Con pos­
terioridad y con el debido estudio, debe modi­

ficarse y actualizarse nuestra vieja ley de Or­
ganización Judicial. 

Otra medida de carácter legislativo es la re­
visión y ulterior reforma de los códigos de Pro­
cedimiento Criminal y de Procedimiento Civil. 
El primero, para adecuarlo a las modernas 
tendencias de política criminal y de defensa 



de los derechos humanos y al juicio justo, ya 
que sus principios de carácter inquisitorial in­
stituidos a principios del siglo pasado han sido 
superados. Y el segundo, a fin de eliminar las 
dilaciones que crean los incidentes-procesales 
retardatorios del conocimiento del fondo del 
proceso. Es necesario sin embargo hacer no­
tar, que en gran parte, el mal funcionamiento 
de la justicia no obedece a defectos de la ley, 
sino también de quiénes y cómo la aplican. 
Recuérdese que gran parte del derecho an­
glosajón no se halla sujeto a codificación sino 
al llamado "common law" que resulta de los 
precedentes fallados por los tribunales. La di­
ferencia estriba en que los jueces hacen gala 
de sabiduría, conocimiento y equidad en sus 
fallos por lo cual gozan del respeto de la ciu­
dadanía. 

Es necesaria una mayor supervigilancia de 
las actuaciones de los jueces por parte de la 
Suprema Corte de Justicia, quien, como lo es­
tablece el artículo 29 de la Ley de Or­
ganización Judicial tiene a su cargo el "Cuidar 
el mantenimiento estricto de la discipina ju­
dicial e imponer penas disciplinarias conforme 
a las reglas que se establecen en la presente 
ley". Igualmente "debe ordenar siempre que lo 
estime conveniente la inspección de la Corte 
de Apelación, los Tribunales de Primera 
Instancia, los Juzgados de Instrucción y de 
cualesquiera otras of icinass sometidas a la 
vigilancia de la autoridad judicial". En virtud de 
esto, y de las disposiciones del artículo 144 de 
la misma ley, puede sancionar y destituir a los 
jueces que incurran en faltas graves en el 
ejercicio de sus funciones. 

Es lamentable el que cacla vez que se acu­
sa a alguien de corrupción, las autoridades a 
quienes corresponde el deber de investigar y 
sancionar evaden el problema exigiendo que 
se presenten las pruebas. Nos imaginamos 
que se trataría de recibos de soborno, videos 
al estilo del FBI y las películas o simplemente 
de testigos que no declararán simplemente 
porque saben el destino que les espera cuan­
do el acusado sea condenado o descargado. 
Pero debería bastar la acusación para que 
esas autoridades realicen la investigación co­
rrespondiente, cosa que nunca sucede y en 
ella no deben dejar de tomar en cuenta 
muchos indicios y pruebas indirectas, de las 
cuales la principal es el resultado final de la 
corrupción, lo que se ha obtenido por medio 
de ella, cuando es manifiesto que el 
beneficiado no estaba calificado para 
recibirla. 

En presencia de la actitud de las auto­
ridades será siempre imposible el detectar y 
castigar la corrupción, pero si actuaran con 
mayor rigor y decisión, los medios para ello 
están disponibles si se actúa con un poco de 
valor, voluntad y energía. 

Por ejemplo, tratándose de la corrupción ju­
dicial, la Suprema Corte tiene un amplio poder 
de apreciación de lo que constituye una falta 
grave sobre todo porque en materia dis­
ciplinaria no existe la regla de "nulla poena 
sine lege", lo que le da gran poder de acción 
en el presente caso. 

Como se dijo antes, es sabido que la 
corrupción no deja huellas y que sus efectos 
sólo se contemplan en sus resultados, que 



en el presente caso no son otros que el 
divorcio manifiesto entre la ley y los hechos 
y la decisión tomada por el funcionario . Sin 
embargo, en el caso de los jueces, en la 
gran mayoría de los casos esa corrupción se 

manifiesta por la grosera parcialización y 
falta de adecuación del silogismo jurídico con 
que culmina la sentencia que lo menos que 

puede indicar es la ineptitud del juez. 
La obligada motivación de una sentencia es 

la base para conocer si las razones aducidas 
por el jl1ez en su fallo justifican su dispositivo. 
La falta de motivación o la inadecuación de 
los mismos pueden dar lugar a la revocación 
de la misma ante el tribunal de alzada. Sin 
embargo, fuera de la posibilidad de ejercer los 
recursos de derecho, nada impide el que la 
sentencia en sí, por las circunstancias de la 
misma, utilizada como medio de prueba · ob­

jetiva y circunstancial, pueda arrojar indicios 

graves de corrupción o parcialidad que de otro 
modo no podrían demostrarse. La situación de 
nuestra justicia exige el que se utilicen todos 
los recursos al alcance de las autoridades su­

periores del Poder Judicial para eliminar a los 
jueces corruptos. 

Iguales indicios de corrupción serían el otor­
gamiento injustificado de medidas provisio­

nales obviamente improcedentes o excesivas, 
así como el favorecimiento de órdenes de pri­
sión o libertad fuera de los casos previstos por 

la ley. 
De este modo, la conducta y aptitud de un 

juez puede ser juzgada por el cúmulo de sus 
actuaciones examinadas en conjunto y en 

concreto. 

Lo anterior está íntimamente ligado a la 
moral de los abogad(?S, sometidos en los 
países de justicia bien organizada a una es­
tricta disciplina profesional. Por el contrario, 
en nuestro país, a pesar de existir un código 
de ética profesional para el ejercicio de la 
abogJcía, el mismo es absolutamente igno­
rado por muchos abogados que compensan 
su escasa preparación profesional con las 
malas artes, el terrorismo judicial y la corrup­
ción de jueces. 

La disciplina de la profesión de abogado 
está bajo la jurisdicción del Colegio de 
Abogados, sistema que ha demostrado su 
ineficacia dada la solidaridad existente entre 
colegas, por lo que se impone establecer un 
nuevo sistema , más independiente e im­
parcial que mantenga la vigilancia de la ética 
profesional. 

Finalmente, en adición a todas las anteriores 
medidas, es necesario el que las universidades 
intensifiquen la enseñanza de la deontología 
jurídica y creen carreras de especialización 

para fines de ingreso a la carrera judicial. 
Es nuestro ferviente deseo, que este 

cónclave, patrocinado por la Fundación lns­
titucionalidad y Justicia con la asistencia de la 
Agencia Internacional para el Desarrollo (AID) 

sea el hito que marque el comienzo de un 
movimiento de opinión pública, reforzado por 
juristas, sacerdotes, profesionales, periodis­
tas, miembros del Congreso y de los partidos 
políticos que culmine con una acción positiva 
y eficaz para la erradicación de los vicios que 
atentan contra la sana administración de la 
justicia. 



Consideraciones Etico-Social 
Sobre la Judicatura 

Lic. José Alberto Cruceta (M.C.J.-M.P.S.)* 

El Poder Judicial ha sido sacudido en sus 
entrañas por escándalos en los más variados 
matices; en calidad de Magistrado, nos vemos 
en el deber de hacer un paréntesis en nuestro 
quehacer cotidiano, para formular nuestra lec­
tura de lo que consideramos el fundamento 
esencial de esta crisis. 

Con este propósito nos inscribimos, en un 
discurso de raíces filosóficas, axiológicas y 
sociológicas, lo que nos lleva a plantear el 
problema de la Judicatura desde una 
PERSPECTIVA DIFERENTE, por lo tanto; 
estarán ausente de nuestras disquisiciones las 
ideas y conceptos tan manoseados en este tipo 
de análisis, tales como normativa, acceso, in­
dependencia y corrupción de la Administración 
de Justicia. Nuestras palabras se desarrollarán 
a partir de algunas reflexiones sobre la Justicia, 
el Derecho, el Hombre, el Magistrado, el Abo­
gado y el Servidor Judicial, ya que coincidimos 
plenamente con Fouché en que un Cargo es lo 
que quiere la persona que lo desempeñe. 

Esta última afirmación la hacemos sin me­
nospreciar la presión que sobre los individuos 
ubicados en los diferentes estratos sociales 
ejercen las estructuras sociales al reforzar al­
gunos objetivos como metas culturales asim­
ilado y arraigado en un gran espectro de la 
población. 

(*) Magistrado de la Corte de Apelación de La Vega. 
Catedrático PUCMM. 

La Justicia 

El tema de la justicia ha sido siempre mo­
tivo del más vivo interés para los hombres 
sensatos y prudentes. Desde la más remota 
antigüedad filósofos y pensadores se han de­
dicado fervientemente a su estudio. Así en­
contramos, en el libro primero y segundo de la 
República de Platón, el famoso diálogo que 
sobre la Justicia sostienen Céfalo, Sócrates, 
Polemarca y Trasimaco, en el cual se en­
cuentran pasajes y descripciones como las si­
guientes: Si la justicia consiste en restituir a 
cada cual lo que de él se haya recibido, si 
sería justo si alguien después de haber con­
fiado sus armas a un amigo se las reclamase 
habiéndose vuelto loco, todo el mundo con­
viene en que ese amigo no debería de­
votvérselas y que si tal hiciera cometería una 
injusticia. 

Asimismo, Cicerón, en el Tratado de los De­
beres, al afirmar que a medida que varían las 
circl.!nstancias, varían también las obliga­
ciones, así, si quedase uno en defender a otro 
en un pleito y el día de su causa sobreviniese 
una enfermedad grave a un hijo suyo no fal­
taría a su obligación el abogado por no hacer 
la defensa, y al contrario, no faltará más el liti:. 
gante si se quejase de que le ha de­
samparado. 

Provienen algunas injusticias de las ca­
vilaciones y de la astuta y maliciosa inter­
pretación de las leyes, de modo que se usa ya 
como proverbio vulgar aquel dicho: "El sumo 
rigor del derecho viene a ser suma injusticia", 
bajo la cual se cometen serias y graves irre­
gularidades como aquel general que habiendo 
pactado con los enemigos treguas por treinta 
días, talaba por las noches los campos, 



porque las treguas se habían tratado de día y 
no de noche. O lo que hizo Fabio Lebeón, que 
habiéndole nombrado el Senado juez árbitro 
para determinar los límites a los de Nola y 
Nápoles, cuando llegó al sitio que se dis­
putaban, habló secretamente con los dipu­
tados de ambas ciudades, les amonestó y les 
invitó a que cediese cada uno por su parte, 
antes que pretender ensanchar más sus domi­
nios, acatando su propuesta, y habiendo de­
jado en medio cierta parte de campo, les 
señaló los límites que ellos mismos habían 
acordado, pero el campo que quedaba en me­
dio se lo adjudicó al pueblo romano, esto no 
es juzgar, sino engañar. 

Otros casos que podrían perfectamente ilus­
trar la discusión planteada sobre la justicia es 
aquel famoso caso de Régulo en tiempos de 
la Primera Guerra Púnica, que habiendo caído 
en poder de los cartagineses y siendo enviado 
a Roma, con la pretensión de un canje, ju­
rando que volvería, sostuvo en primer lugar en 
el Senado, que no era conveniente volver al 
cartaginés los cautivos y además intentando 
detenerle en la ciudad sus amigos y parientes, 
prefirió volver a un suplicio cierto, que faltar a 
la palabra dada al enemigo. 

Pero el mayor ejemplo de justicia, se dio 
con nuestros antepasados para con el ene­
migo, cuando un desertor de Pirro prometió al 
Senado que daría un veneno al rey. El Senado 
y Cayo Fabricio entregaron el desertor a Pirro, 
de modo q'ue ni aún de un enemigo poderoso 
aprobaron la muerte con un delito. 

Como podemos inferir de estos hechos 
históricos, tanto ayer como hoy, la tarea de 
definir y precisar el concepto Justicia ha sido 
ardua, sin que se haya podido arribar a una 
acepción de general aceptación. 

El Derecho y el Hombre 

El Derecho es ante todo relación. Por tanto, 
se hace necesario analizar cuál es el vínculo 
que de ordinario se establece enre el hombre 
moderno y sus semejantes, entre el Yo y el 
Otro como diría Sartre, quien sintetiza la na­
turaleza de esta relación afirmando que "el 
Otro es el medio para la realización del Yo". 
Es una relación entre dos abstracciones, entre 

' . dos máquinas vivientes que se usan 
recíprocamente: el empleador usa a los que 
emplea; el vendedor usa a sus clientes. Todo 
el mundo es una mercancía para todo el mun­
do, tratada siempre con cierta amistad, porque 
si no e usada ahora, puede serlo más tarde. 
En las relaciones humanas, en la era neo­
liberal no se encuentra ni mucho amor ni mu­
cho odio, hay más bien una amistad aparente 
y una equidad superficial: Pero detrás de esa 
apariencia, están el distanciamiento Y,, la ih­
diferencia. 

La enajenación entre hombre y hombre 
tiene por resultado la pérdida de los vínculos 
generales y sociales que caracterizan la so­
ciedad pre-capitalista. La sociedad moderna 
está formada por átomos, pequeñas par­
tículas extrañas las unas a las otras, pero a 
las que mantienen juntas los intereses 
egoístas y la necesidad de usarse mu­
tuamente, cada uno para sí, el individuo se 
mueve por intereses egoístas y no por soli­
daridad con su prójimo y amor hacia él. En 
esta orientación, el hombre se siente a sí mis­
mo como una cosa, para ser empleada con 
éxito en el mercado, no se siente a sí mismo 
como un agente activo, como el portador de 
las potencias humanas, está alienado de sus 
facultades naturales, su finalidad es venderse 



con buen éxito en el mercado. Su sen­
timiento de identidad no nace de su ac­
tividad como individuo viviente y pensante, 
sino de su papel socio-económico. 

Por ello, cuando se pregunta a un hombre 

quién eres, nos responderá: soy médico, soy 
empresario, soy abogado. Lo mismo que res­
pondería un objeto si tuviese la capacidad de 
hablar, entonces escucharíamos decir a un 
automóvil : yo soy Chevrolet; la computadora 
nos diría: yo soy IBM. Ese es el modo como 
se siente a sí mismo, no como un hombre con 
amor, miedos, convicciones, dudas, sino 
como una abstracción enajenada de su na­
turaleza real , que desempeña cierta función 
en el sistema social. Su sentido del valor de­
pende de su éxito, de si puede venderse favo­
rablemente en el mercado, su mente, su cuer­
po y su alma son su capital y su tarea en la 
vida es invertirlo favorablemente , sacar utili­
dad de sí mismo, cualidades humanas como 
la amistad, la cortesía, se transforman en mer­
cancías, en activos de la personalidad, si el in­

dividuo fracasa en hacer una inversión favora­
ble de sí mismo, cree que él es un fracaso, si 
lo logra él es un éxito. Evidentemente, el sen­
tido de su propio valor depende siempre de 
factores extraños a él mismo, de la veleidosa 
valoración del mercado, que decide acerca de 
su valor como decide acerca del precio de las 
mercancías. 

La personalidad enajenada, si se pone en 
venta tiene que perder gran parte del sen­
timiento de dignidad, tan característico del 
hombre en las culturas primitivas. Tiene 
que perder el sentimiento de su identidad, de 
sí mismo como identidad única y no du­
plicable, basta recordar la crítica de IBSEN a 
la pérdida de identidad del hombre moderno 

en Peer-gint. Se presenta a Peer-gint como un 

hombre que persiguiendo la ganancia materi­
al, descubre al fin que se ha perdido a sí mis­
mo, que es como una cebolla, con una capa 
bajo otra y sin meollo. IBSEN descubre el mie­
do a la nada que se apoderó de Peer-gint 
cuando hace ese descubrimiento, pánico que 
le hace desear ir al infierno, antes que volver 
al vacío de la nada. 

Este hombre convencional, artificial, ha per­
mitido introducir en la filosofía y en la so­
ciología el concepto y la categoría de aliena­
ción, desarrollada magistralmente por Marx, 
Fromm, Marcuse y Henri de Man, demos­
trando cada uno de ellos, desde sus pers­
pectivas, que estamos en presencia de un 
hombre que por ganar el mundo se pierde a sí 
mismo. 

Por sus connotaciones y significación ética, 
se hace necesario incluir la noción de anomía 
social, término que al decir del alma del mo­
vimiento sociológico francés, Emilio Durkheim, 
significa: falta de norma, desviación catas­
trófica de la conducta. Pero, utilizaremos el 
concepto en la dimensión en que nos la define 

el famoso sociólogo nortamericano Robert 
Merton: como un síntoma de disociación entre 
las aspiraciones culturales prescritas y los ca­
minos socialmente estructurales para llegar a 
dichas aspiraciones, lo cual produce un des­
garramiento del tejido social. 

En una sociedad donde el prestigio social lo 
determina la posesión y tenencia de cosas, o 
sea, la riqueza y el éxito monetario y asimi­
lando la población estos objetivos como va­
lores supremos, al mismo tiempo que le niega 
a una gran parte de la misma población los 
mecanismos institucionales para lograr esta 
meta, estamos bajo esas condiciones creando 



una conducta desviada, a que la meta está 
tan arraigada que el que no puede lograrla por 
los medios regulares, está en condición de lle­
gar a ella por cualquier medio: fraude, corrup­
ción, violencia, etc. De lo anterior se colige, 
que la conducta desviada no es una patología, 
sino que la misma es consecuencia de la es­
tructura social. Situación esta agravada en la 
República Dominicana por la falta de control 
social, la permisibilidad, la corrupción y la 
complicidad de las instituciones encargadas 
de hacer cumplir la ley. 

Jueces, Abogados, Auxiliares 
de la Justicia 

Los jueces, abogados y auxiliares de la jus­
ticia somos miembros de esa sociedad en que 
pululan esos hombres y esos vínculos inter­
personales a los que hemos hecho referencia. 
En consecuencia, nos resulta cuesta arriba 
sustraernos a esos valores, más bien des­
valores, que a cada momento nos circundan y 
amenazan con permearnos. 

La compresión cabal de la realidad pre­
viamente descrita no justifica nuestras in­
conductas ante la sociedad, ni debe servirnos 
de excusa ante nosotros mismos. Al contrario, 
la privilegiada perspectiva del alma humana 
que el ejercicio de nuestras funciones nos per­
mite tener, debe servirnos de base para trans­
formar esa realidad, tanto en los otros como 
en nosotros mismos. 

Nosotros como jueces, cumplimos una fun­
ción ardua, acaso la más difícil que pueda 
asumir hombre alguno, la de juzgar a sus 
semejantes, función para la cual se requiere 
situarse espiritualmente en un. plano su­
perior, porque. así lo requiere exige la propia 

ley y su-inexcusable investidura, pero nunca 
debemos olvidar nuestra limitada e imperfecta 
naturaleza humana. No se puede esperar que 
seamos santos, pero sí que inspiremos con­
fianza, que prediquemos con el ejemplo, que 
juzguemos a los demás como quisiéramos 
que nos juzgaran a nosotros, que la pasión o 
el interés no inspiren nuestras decisiones. Se 
espera que no tengamos preferencia por nin­
guna de las partes, que decidamos conforme 
al convencimiento propio de cuáles son los 
hechos probados y el derecho aplicable a 
esos hechos; que no permitamos que inter­
fieran en- nuestras funciones y decisiones a 
aquellos que ejercen algún tipo de poder, sea 
éste político, económico, religioso o de opi­
nión en nuestra sociedad. 

Recordemos, las palabras de Aristóteles en 
La Etica a Nicomaco: "Ir al juez es ir a la jus­
ticia"; por lo que en la medida en que de­
mostremos una inclinación o preferencia hacia 
una de las partes, con exclusión de las otras, 
no sólo perdemos nuestra objetividad, sino 
que desvirtuamos la esencia misma de la ju­
dicatura. 

Los abogados también tienen que ubicarse 
en un plano superior, ya que cuando nuestros 
falos no se ajustan a los hechos y al derecho 
peor aún cuando, conscientes o no, pro­
cedemos arbitrariamente, lo que por desgracia 
también ocurre, se plantea al abogado la al­
ternativa de reclamar contra la Justicia, re­
viviendo en los estrados aquella lucha por el . 
derecho como una necesidad y una exigencia 
de todo sujeto víctima de la justicia. Es el abo­
gado, armado de coraje cívico y vocación pro­
fesional acendrada quien asume en estos 
casos, la tutela del individuo avasallado o de 
quien padece la amenaza de ser despojado 



rqe sus o, ae acepta y se comparte, resulta su­
mam~e claro y grato proclamar, como lo ha­
oemos convencldamente, que el abogado 
éumpJe ur:-a de las más elevadas misiones del 
,ar t,umano. Aquella que al mismo tiempo que 
tutela a aquel que ha reclamado su protección 
ante el r;,ellgro que afronta, a la vez restablece 
i}i Justicia y con ello afirma categóricamente la 
plena vigencia del estado de derecho. 

En un inundo que se extingue en las nece­
dades, que a decir de Fukuyama, arrastra el 
fin de la historia, y donde el monstruo des­
garradÓr del vicio corroe los cimientos morales 
del planeta y donde las ideologías parecen ser 
exposiciones de museo para dar paso a la 
peatlficación de la "dolce vita" y al con­
sumismo enajenante, no todo está perdido, 
porque aún así, pese a la infamante 
situación .que observamos, quedan opciones, 
y éstas podemos encontrarlas en las 
Ingentes reservas de moralidad, civismo, 

laboriosidad y espíritu (je servicio que aún 
existen en amplios sectores de nuestra 
población. 

Y porque tenemos fe y confianza, es que 
nos permitimos hacer nuestros aquellos 
versos del inmenso Rubén Darío, y en ellos 
dejamos nuestra esperanza en la justicia do­
minicana, y en todos los valiosos Magis­
trados, abogados y servidores judiciales, que 
estoicamente vienen resistiendo la fuerza 
arrolladora del alud de oro que pretende 
subvertir la esencia moral de nuestro país. 
Para concluir, quiero leerle estos versos del 
insigne poeta: 

"Puede una gota de lodo sobre un diamante caer, 
puede también de ese modo de fulgor oscurecer, 
pero aunque el diamante todo, 
se encuentre de fango llenq, 
no.dejará de ser bueno, 
y ha de ser siempre diamante, 
por más que lo manche el cieno" 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurldlcas 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 
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Colección Revistas Ciencias Jurídicas
PUCMM 

  
  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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